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En Valencia a diecinueve de enero de dos mil dieciséis.-

Visto el recurso de apelación n° 658/2Ol5interpuesto por el
AYUNTAMIENTO DE ALFAZ DEL Plrepresentado por la Procuradora
D ESTHER PÉREZ HERNANDEZ contra la sentencia de fecha 15 de
julio de 2Ol5dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
N° 4de ALICANTE.-

Ha sido Ponente la Magistrada Doña Begoña García
Meléndez.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-El Juzgado n° 4de ALICANTEdictó Sentencia n° 318/l5de
fecha l5de julio de 2015en autos de procedimiento especial para la
protección jurisdiccional de los derechos fundamentales n° 628/14,
estimando el recurso contencioso administrativo interpuesto D MARIA
TERESA HUERTA BALLESTER frente al AYUNTAMIENTO DE ALFAZ



DEL PI declarando que la actuación municipal objeto del recurso
interpuesto no es conforme a derecho por haber vulnerado el derecho
fundamental contenido en el art. 23 de la CE, y todo ello con expresa
imposición de costas procesales a la administración.

Notificado dicha Sentencia, por el AYUNTAMIENTO DE
ALFAZ DEL Pl se interpuso recurso de apelación contra el mismo
solicitando su revocación y la correlativa admisión del recurso
contencioso administrativo interpuesto

SEGUNDO.-Cumplidos los trámites del art. 85 de la Ley de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa quedaron los autos
pendientes de votación y fallo.

TERCERO.-Se señaló para la votación y fallo del recurso de apelación
el día l6de enero de 2016, teniendo lugar la misma el citado día.

CUARTO.-Se han cumplido las prescripciones legales en ambas

instancias.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-Se aceptan los Hechos de la sentencia
apelada en lo que se refieren a antecedentes y tramitación.

No se aceptan los Fundamentos de Derecho mís que en lo

que no se opongan a los de esta Sentencia.

SEGUNDO.-EI objeto del recurso lo constituye la Sentencia n°
318/l5de fecha l5de julio de 201 5en autos de procedimiento especial
para la protección jurisdiccional de los derechos fundamentales n°
628/1 4, estimando el recurso contencioso administrativo interpuesto D

MARIA TERESA HUERTA BALLESTER frente al AYUNTAMIENTO DE
ALFAZ DEL Pl declarando que la actuación municipal objetod el
recurso interpuesto no es conforme a derecho por haber vulnerado el
derecho fundamental contenido en el art. 23 de la CE, y todo ello con
expresa imposición de costas procesales a la administración.

La sentencia estima el recurso contencioso administrativo interpuesto y
declara que se ha producido una vulneración del derecho fundamental
del art. 23 de la CE en los siguientes términos:

En primer lugar rechaza la inadmisibilidad del recurso interpuesto al ser



el acto administrativo impugnado una resolución de inadmisión al
resultar equiparable la misma a una denegación o desestimación del
recurso interpuesto al haber cercenado el derecho de la recurrente a
obtener la información solicitada por ésta dado que, ante la inminente
celebración del Pleno, no tuvo oportunidad de consultar las facturas
pretendidas.

Rechaza la causa de inadmisibilidad prosigue, la sentencia apelada,
examinando el fondo del asunto centrando la cuestión controvertida en
los hechos acontecidos tras la convocatoria, el 22/9/2004, de sesión
plenaria para el día 26 del mismo mes y año en la que, entre otros
puntos, se iba a proceder a fiscalizar las cuentas municipales
resultando que la recurrente se persona, el día 24 de septiembre, en el
servicio de intervención municipal con el fin de examinar las facturas y
las mismas no se le entregaron aduciendo que se tenía que solicitar
por escrito.-

Que sentando lo anterior y tras el examen de lo dispuesto en los art.
77 de la ley 711985 y 128 de la Ley 812010 de régimen local de la
comunidad valenciana,precepto éste último en el que se regula un
derecho de acceso, directo y permanente, sin necesidad de solicitud
por escrito individualizada, para acceder a la información contenida en
los registros, derecho de acceso que no tiene limitación alguna y,
teniendo en cuenta que la recurrente, en su condición de concejal, no
se le permitió el acceso ¡nformático a las facturas que pretendía
examinar, sino a un mero listado o relación a efectos contables sin
ningún tipo de detalle concluye estimando el recurso interpuesto por
considerar que, la actuación municipal impugnada ha conculcado el
derecho fundamental del art. 23 de la CE.

TERCERO: Frente a ello se alza la parte apelante, invocando la
errónea apreciación de los hechos por parte de la sentencia apelada,
así como la aplicación errónea del derecho.

Rechaza con carácter previo la equiparación que realiza la sentencia
apelada entre ¡nadmisión y desestimación dado que el acto
administrativo que se impugna es la inadmisión del recurso de
reposición interpuesto contra el Decreto n° 1968/2014 de 14 de
noviembre de 2014 por el que se acordó la estimación de la petición del
derecho de información y acceso relativos a las facturas de los
expedientes designados en autos, resultado por tanto que el acto
administrativo fue positivo y que la inadmisián del recurso de reposición
frente al mismo no puede ser equiparado a una desestimación sino



que, debería dar lugar, a la inadmisibilidad del recurso contencioso

conforme al art. 69.c) de la L]CA.

Que por ello prosigue afirmando que la sentencia apelada no ha

tomado en consideración ni los hechos ni las pruebas y en concreto,

los folios 1 y 2 del expediente en los que consta la diligencia de

visualización de las facturas físicas no entregando copia de las

mismas, la presentación de un escrito por parte de la recurrente de

fecha 25/9/2014 solicitando información pata que le fuera facilitada

antes del pleno a celebrar el día siguiente, y la resolución en la que se

hacía constar que dicha documentación ya había sido entregada.

Asimismo refiere que, tal y como consta debidamente acreditado, ta

información solicitada es fácilmente accesible para las recurrentes a

través del acceso autorizado en la plataforma digital municipal,

plataforma en la que consta dada de alta la recurrente y por todo lo

expuesto concluye solicitando, sin más, la revocacion de la sentencia

apelada, y la correlativa desestimación del recurso interpuesto.

CUARTO: La parte apelada se opone al recurso de apelación

solicitando la confirmación de la sentencia apelada por ser conforme a

derecho al constar que la actora no tuvo acceso a la información

solicitada antes de la celebración del pleno de fiscalización, sin que en

ningún caso el mero acceso y consulta a los informes de la Tesorería e

intervención puedan considerarse como acceso a la información

municipal.

Que además es acertado el razonamiento de la sentencia apelada al

equiparar la inadmisión del recurso de reposició a una desestimación

encubierta habida cuenta que a la recurrente no se le facilitó la

información solicitada en los términos interesados por ésta siendo

acorde a derecho la valoración de la prueba por parte de la sentencia

de la instancia y solicitando, sin más, la desestimación del recurso de

apelación interpuesto.

QUINTO Debe advertirse con carácter previo que a diferencia de la

denominada “doble instancia”, que supone una segunda posibilidad de

analizar nuevamente y con plenitud la pretensión, la finalidad del

recurso de apelación es la depuración de un previo resultado

procesal obtenido en la primera instancia, de modo que el escrito de

alegaciones de la parte apelante ha de contener una crítica de la

sentencia apelada, que es lo que ha de servir de base a la pretensión

de sustitución del pronunciamiento recaído en primera instancia.



En el presente supuesto la sentencia apelada estima el recurso
especial interpuesto y declara que se ha vulnerado el derecho
fundamental de la recurrente recogido por el art. 23 de la CE mediante
la Resolución impugnada por la que se inadmite el recurso de
reposición interpuesto frente al Decreto de la Alcaldía en el que se
entendía estimado el derecho de información solicitado por la actora en
fecha 25/9/2014 al haber visualizado las facturas mediante los informes
de la Tesorería municipal que le fueron facilitados y que constan en la
plataforma electrónica.

La primera cuestión que se suscita en la presente apelación es la
relativa a la inadmisión del recurso contencioso interpuesto al ser la
resolución impugnada la de inadmisibilidad por haber sido estimada su
petición en sede adminitrativa.

Esta primera cuestión debe ser rechazada sin más, considerando esta
Sala acertado el razonamiento expresado en la sentencia apelada
habida cuenta del tenor literal de la resolución administrativa en la que,
a juicio de la apelante, se cumple con la solicitud de información
formulada por la recurrente pues es precisamente la información que
se le facilita en los términos expresado en el Decreto de la alcaldía, la
actuación administrativa objeto de impugnación al sostener la actora, y
ratificar la sentencia apelada, que dicha actuación en ningún caso, y a
pesar de ser “estimatoria”,ha cumplido con el deber de facilitar la
información solicitada por la concejal demandante de manera que, la
posterior inadmisión del recurso de reposición interpuesto, no priva, en
modo alguno a la recurrente de la posibilidad de interponer recurso
contencioso administrativo, y menos aún le tiene que ser inadmitido,
por cuanto que es el modo y la informacion que se le facilita conforme
expone el citado Decreto, el objeto de impugnación al no cumplir con
los requisitos del art. 23 de la CE, siendo, por ende, el recurso
contencioso admisible y la actuación administrativa impugnada
desestimatoria de las pretensiones de la recurrente.

En cuanto al fondo el Ayuntamiento reitera haber cumplido con las
expectativas de la actora al haberle facilitado la ¡nformación solicitada
del modo plasmado en el Decreto expresado, de manera que se trata
de dilucidar si el hecho acreditado de que el Ayuntamiento no entregara
a la recurrente físicamente las facturas solicitadas supone, tal y como
declara la sentencia de la ¡nstancia, una vulneración del art. 23 de la
CE.



Que para ello debemos hacer mención a los pronunciamientos de esta

misma Sala y sección en cuestiones análogas seguidas entre las

mismas partes y por su similitud con el supuesto enjuiciado debemos

aludir a la sentencia de 22 de diciembre de 2015 recaída en tollo de

apelación 342/15 en los siguientes términos:

El I?echo de no entregar el Ayuntamiento copias tikets varios, recibos y

facturas, informes derivados del expediente administrativo -licencia

ambiental número 139/2010 y del expediente LOM 23/2012- supone

infracción del art. 23 de la Constitución. Desde tin segundo plano, si

este derecho queda satisfecho, sin perjtiicio de acudir a la vía procesal

ordinaria, entregando una relación de las facturas con los

correspondientes importes y relación contable de gastos.

La Sala es consciente que en la sentencia n° 783/2015, de 23 de

Septiembre de 2015, hemos desestimado tina reclamación a la

demandantes qtie ptidiera parecer idéntica a la presente. No obstante,

existen notables diferencias qtie pasamos a analizar. Cierto que en el

proceso n° AP-287/2015, se desestimaba el recurso, la razón había

que buscarla en dos motivos: (1) desviación procesal; (2) falta de

concreción en vía administrativa.

En el presente caso, no existe tal desviación procesal, los pedimentos

son muy concretos. La Sala entiende que una información genérica

como la obtenida por la demandante a través de la plataforma digital es

correcta como principio, ahora bien, si para realizar su labor la concejal

requiere los tikets, recibos, facturas o copias de un expediente en lugar

a tina relación con stis ¡mportes, el Ayuntamiento está obligado a

entregarlos, desde el prima de la Sala, deberían ser públicos; de tal

forma, qtie sti negativa constittiye una infracción del art. 23 de la

Constitución.

Concluimos, reiterando la doctrina general expuesta en la n° 783/2015,

de 23 de Septiembre de 2075, en el presente caso, en lugar de llevar a

la desestimación stipone la estimación del recurso y reconocer el

derecho a obtener las copias solicitadas, sin perjuicio que caso de

existir algún dato confidencial -difícil en tina factura, tiket o recibo- se

tache. Es cierto que la documentación relativa a la mercantil

CLAVEALBIR SOCIEDAD LIMITADA finalmente fue entregada, se hizo

después de seis meses (73.1.2015) con e! presente rectirso

interpuesto, lo que no satisface su labor de control que corresponde a

los concejales de la oposición en un municipio.

En aras a la unidad de doctrina y coincidiendo plenamente con lo



expuesto lo declarado por la sentencia apelada procede con
desestimación del recurso de apelación confirmar la misma por ser
acorde a derecho.

SEXTO:Con costas para el apelante conforme a ¡o dispuesto por el
art. 139 de la L]CA.

Vistos los preceptos legales citados, concordantes y de general
aplicación

FALLAMOS

DESESTIMAMOS el recurso de apelación interpuesto por el
AYUNTAMIENTO DE ALFAZ DEL Plrepresentado por la Procuradora
D ESTHER PÉREZ HERNANDEZ contra la sentencia de fecha 15 de
julio de 2Ol5dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
N° 4de ALICANTE.-

Con costas pata el apelante.
A su tiempo y con certificación literal de la presente, devuélvase el
expediente administrativo al centro de su procedencia.

La presente sentencia es firme.
Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por la
Iltma. Sra. Magistrada Ponente que ha sido para la resolución del
presente recurso, estando celebrando audiencia pública esta Sala en el
mismo día de su fecha, de lo que, como Secretaria de la misma,
certifico. -
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